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S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico,  a 31 de agosto de 2016. 

 Nuevamente un confinado recluido en la institución carcelaria 

de máxima seguridad de Ponce acude ante este Tribunal y nos 

solicita que revoquemos una determinación de la División de 

Remedios Administrativos del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación que confirma una respuesta negándole la venta y uso 

de cirgarrillos en el penal. Una vez más, confirmamos este tipo de 

determinación.   

I 

 En mayo de 2016 el confinado Adalberto Ríos Martínez 

sometió una solicitud de remedio administrativo ante la División de 

Remedios del Departamento de Corrección. Solicitó que se le 

vendieran cigarrillos y que se le permitiera fumar en un área 

designada para fumadores, conforme la decisión emitida por un 

panel hermano de este Tribunal (KLRA201201045). Aseveró que 
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tenía los mismos derechos que sus compañeros a quienes, por 

medio de la referida Sentencia, se les designó un área para fumar 

en esa misma institución. En respuesta, la División indicó: 

[…] el área de las canchas de la Inst. Máxima 
Seguridad Ponce queda dentro del edificio. 
Específicamente las del cuadrante C-2, quedan en un 
segundo piso, pero esta es parte de la estructura 
cerrada del edificio. Además se informa que durante el 
periodo de recreación hay varios confinados recibiendo 
la recreación en las distintas canchas lo cual NO 
garantiza que se impida el movimiento del humo a 
áreas de no fumar tal y como se establece en el 
Reglamento para Regular la Práctica de Fumar […] El 
Superintendente a cargo de la institución correccional 
podrá habilitar y destinar un área para fumar en sus 
facilidades, siempre y cuando cumpla con los siguientes 
requisitos:  
 
Sección 1, inciso a. Ventilación adecuada que impida el 
movimiento del humo a áreas de no fumar.  
 

 Oportunamente, Rios Martínez solicitó reconsideración. 

Insistió en su reclamo de que se le vendan cigarrillos y en que la 

institución le designe un área para poder fumar, al igual que sus 

otros compañeros.  

En respuesta, el 20 de julio de 2016, recibida el 3 de agosto 

de 2016, la División de Remedios Administrativos denegó la 

solicitud de reconsideración. Al hacerlo hizo mención del 

Reglamento para regular la práctica de fumar en el Departamento 

de Corrección y Rehabilitación, las instituciones correccionales y 

juveniles, Reglamento Núm. 8482 del 12 de junio de 2014, y de sus 

disposiciones. Particularmente, señaló que la institución no contaba 

con un área destinada para fumar por razones estructurales que 

impedían el libre flujo del humo porque era una institución cerrada. 

Inconforme, Ríos Martínez sometió el recurso de revisión judicial 

que nos ocupa.  
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II 

 La Ley Núm. 66 de 2 de marzo de 2006 enmendó varios 

artículos de la Ley Núm. 40 de 3 de agosto de 1993 conocida como 

la “Ley para Reglamentar la Práctica de Fumar en Lugares 

Públicos”. Tales enmiendas tuvieron como fin incluir una prohibición 

total de fumar en determinadas áreas abiertas al público. El objetivo 

de esta ley, y en particular de la citada enmienda, fue extenderle 

una protección adicional al “fumador pasivo” sobre los efectos 

nocivos del tabaquismo.1  Concretamente el Artículo 4 de la Ley 66 

enmendó el Artículo 6 de la anterior Ley 40 para que leyera como 

sigue: 

Instituciones Penales y Otros 
Las autoridades en control de toda institución 

penal o centro de tratamiento de adictos adoptará una 
política institucional para regular la práctica de fumar en 
sus facilidades, sin que se afecte la salud de aquellos 
confinados o confinadas que no fumen. 24 LPRA sec. 
895.  

 
El 2 de julio de 2009 el Departamento de Corrección aprobó el 

Reglamento para Regular la Práctica de Fumar en el Departamento 

de Corrección y Rehabilitación y las Instituciones Correccionales, 

Reglamento Núm. 7716, precisamente con el propósito de regular la 

práctica de fumar en sus instalaciones. Como norma general este 

reglamento prohíbe fumar en cualquier institución correccional. No 

obstante, y a manera de excepción, dispone que el superintendente 

a cargo de la institución correccional “deberá habilitar y destinar un 

área para fumar en sus facilidades”. Artículo VII del Reglamento 

7716 (Énfasis nuestro). Nótese el categórico “deberá”. Sin embargo, 

para el 12 de junio de 2014, el Departamento de Corrección aprobó 

un nuevo reglamento para regular la práctica de fumar, Reglamento 

Núm. 8482, que tuvo el efecto de derogar el Reglamento 7716. 

                                                 
1
 Véase Exposición de Motivos de la Ley 66 de 2 de marzo de 2006. 
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Véase, Artículo IX del Reglamento 8482. Este reglamento sometido 

en el Departamento de Estado el 12 de junio de 2014 entró en vigor 

30 días siguientes a la referida fecha. El Reglamento 8482 mantiene 

básicamente el mismo lenguaje que su predecesor, pero en el 

aludido Artículo VII elimina el término “deberá” y lo sustituye por 

“podrá”: “[e]l superintendente a cargo de la institución correccional 

podrá habilitar y destinar un área para fumar en sus facilidades”. 

Ello denota cierto grado de discreción a la hora de permitir una 

excepción a la prohibición de fumar.  

III 

 En su escrito, Ríos Martínez arguyó que la denegatoria de la 

División era caprichosa y que no está de acuerdo con el 

Reglamento 8482. Señaló, además, que la situación era cosa 

juzgada, porque ya un Panel de este Tribunal había permitido que 

se les vendiera y se les permitiera fumar a tres confinados recluidos 

en la misma institución penal. Refiérase al caso KLRA201201045. 

El recurrente no tiene razón.  

 Nótese que el Reglamento 8482, que está actualmente en 

vigor, le confiere discreción al superintendente de la prisión para 

habilitar y destinar un área para fumar, pero ello debe entenderse 

sujeto a que se trate de instituciones que permitan identificar y 

designar  áreas  abiertas o de adecuada ventilación en las que no 

se afecte a los confinados no fumadores. Lógicamente si en el penal 

no se puede identificar esas áreas debido a que, por ejemplo, se 

trata de una institución completamente cerrada o que permitirlo 

causaría un considerable disloque en el manejo seguro y eficaz del 

complejo, el superintendente no está obligado a hacerlo. Además, el 

Reglamento 8482 dispone que el superintendente a cargo de la 

institución podrá habilitar un área para esos propósitos siempre que 
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cumpla con tres requisitos: (1) que fluya una ventilación adecuada 

que impida el movimiento del humo a áreas de no fumar, (2) que el 

área de fumar esté debidamente rotulada y (3) que esa área 

contenga extintores y ceniceros. Artículo VII 1. a. b. y c. Es 

razonable la conclusión de que el superintendente del complejo 

correccional de Ponce no pueda cumplir eficazmente con el primer 

requerimiento debido a que se trata de un penal cerrado.2 

 Recuérdese, además, que en el caso específico de las 

cárceles, “las situaciones que afectan a las instituciones carcelarias 

obligan a la Administración de Corrección a establecer un régimen 

disciplinario riguroso. Tal régimen disciplinario debe buscar la 

protección del orden público, así como la de los propios reclusos.” 

Báez Díaz v. E.L.A., 179 DPR 605, 624 (2010); Pueblo v. Falú 

Martínez, 116 DPR 828 (1986). “[E]s innegable que el Estado tiene 

un interés apremiante en mantener el orden y la seguridad en ellas.” 

Pueblo v. Bonilla, 149 DPR 318, 334-335 (1999); véase, Cruz v. 

Administración, 164 DPR 341, 356 (2005). En ese contexto, 

debemos prestarle gran deferencia al Departamento de Corrección 

en las decisiones que toma, pues es la agencia que ejecuta la 

política correccional y quien tiene un mejor discernimiento de las 

situaciones que enfrenta.   

 En cuanto al argumento del recurrente de que no se le da 

igual trato que a los confinados que llevaron el caso 

KLRA20121045,  a los que se les permite fumar en el penal, la 

situación entre aquel y otros casos, como el de autos, es 

distinguible. Nótese que,  la decisión en el referido caso le confirió  

gran peso al lenguaje dispuesto en el Artículo VII del derogado 

                                                 
2
 En casos anteriores fuimos informados sobre esta particularidad de la institución correccional 

ponceña. Véase KLRA201400537. 
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Reglamento 7716, a lo cual antes  nos referimos. Señaló sobre el 

particular el Tribunal que,  

[e]n cuanto a designación de un área para fumar, el 
Reglamento en su artículo VII, inciso A, expresamente 
establece que la agencia deberá habilitar y destinar un 
área de fumadores en sus facilidades que cumpla con 
los requisitos que allí se establecen. Dicho lenguaje es 
de carácter mandatorio y no deja al arbitrio de la 
agencia decidir si habilita un lugar para fumar en la 
institución correccional. KLRA20121045. 
 
Como anteriormente indicamos, dicho lenguaje fue 

enmendado con el nuevo Reglamento 8482. Ahora donde leía 

“deberá” se dispone que “podrá”, lo que denota  flexibilidad y un 

mayor grado de discreción por parte de las autoridades de la 

Institución. Pero eso no es todo. El mismo reglamento –tanto el 

anterior como el actual– establece como una de sus condiciones a 

cumplir la fluidez de ventilación adecuada que impida el movimiento 

de humo a áreas de no fumar. Es claro que una institución cerrada 

no puede satisfacer ese requisito. Adviértase que, como se señala 

precisamente en la nota al calce núm. 1 de la Sentencia en el citado 

caso KLRA20121045: “[l]a Inst. Máxima Seguridad de Ponce fue 

evaluada y no fue aprobada para que se pudiera fumar dentro de la 

misma. Se realizó un estudio de estructura y la misma carece de los 

requerimientos por ley y reglamentos establecidos.” Asimismo, se 

cita en la Sentencia en la nota al calce núm. 2 lo concluido por el 

foro allí recurrido acerca de que “[c]abe señalar que esta institución 

es una institución cerrada, un edificio cerrado de escasa ventilación 

donde labora personal civil y oficialidad.” 

Recuérdese que el criterio de si es o no una institución 

cerrada o abierta para fines de autorizar el consumo de cigarrillos en 

su interior, no es si las celdas cuentan con una ventana o si existe 

algún grado de ventilación de aire externo. Lo importante es que 
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cuente con áreas al aire libre que los confinados puedan tener 

acceso regular y de manera ordinaria. Adviértase que el requisito  

dispuesto por el Reglamento no es el de una mera ventilación, sino 

“ventilación adecuada que impida el movimiento de humo a áreas 

de no fumar.” De modo que, una vez establecido que la institución 

carcelaria es una cerrada, como suele ocurrir con las instituciones 

de máxima seguridad, y con la de Ponce en particular, la 

administración del penal está facultada para prohibir absolutamente 

fumar en ese lugar, lo que lógicamente incluye la restricción de 

ventas de cigarrillos en esas instituciones. Ello así,  tanto a base del 

derogado Reglamento 7716 y el actual Reglamento 8482, como de 

la Ley 66, ya comentada. Todo ello en protección de los confinados 

no fumadores, que tienen derecho a que se les proteja su salud y 

bienestar al no estar expuestos al humo de cigarrillos de los 

fumadores.   

Por otra parte, dada la naturaleza cerrada de este tipo de 

penal y las normas aplicables al período y lugar de recreo en ellos, 

resulta altamente oneroso y potencialmente arriesgado requerir que 

se habilite fuera del espacio cerrado un lugar para fumar. A ello se 

añade el inconveniente de los costos que esto pudiera representar 

para el Departamento de Corrección por la naturaleza particular de 

estos penales. Además de lo anterior, no se debe pasar por alto la 

clara y fuerte política gubernamental de limitar y disuadir el consumo 

de tabaco por los fumadores, tanto de los activos o primarios, como 

los pasivos. Aunque es el interés del Estado proteger a todos los 

fumadores de los efectos perjudiciales del cigarrillo, se impone por 

razones lógicas, garantizar al mayor extremo posible que no se 

afecten los fumadores pasivos por las acciones de los fumadores 

primarios o activos. Además del válido propósito de proteger la 
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salud de los confinados bajo su custodia, es legítimo minimizar ese 

efecto nocivo, dado los elevados costos médicos que las 

complicaciones de salud a causa del consumo de cigarrillos le 

puede representar al Departamento. Esta consideración abona a la 

interpretación aquí aplicada a los efectos de prohibir en esas 

instituciones el consumo de cigarrillos.    

En fin, la Ley Núm. 66 de 2 de marzo de 2006 le confirió a la 

institución penal la facultad de regular la práctica de fumar, siempre 

que no se afecten a los no fumadores. Sin embargo, como vimos, 

no es posible lograr lo anterior si se permite fumar en un lugar 

cerrado, como el que nos ocupa, puesto que el  humo secundario 

perjudicaría a los “no fumadores” y ello es contrario a la política 

pública de la referida ley. La respuesta ofrecida al recurrente fue 

adecuada y en ella no vemos arbitrariedad, prejuicio, capricho o 

error alguno. La prohibición de fumar en la institución ponceña de 

máxima custodia, debido a la falta de un área abierta en donde se 

pueda permitir dicha práctica, sin exponer a los oficiales y 

confinados no fumadores a riesgos a su salud y a la seguridad del 

penal, nos parece válida y razonable.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

determinación recurrida.  

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria  

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 
 


